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1.-PROCEDIMIENTOS EN ALQUILERES Y 

PRECARIOS. VULNERABILIDAD EN LA LEY DE 

VIVIENDA, LA LEC  Y RDL 11/2020.

1.1.- LEY 12/2023, DE 24 DE MAYO, POR EL 

DERECHO A LA VIVIENDA.



 Disposición final primera. Medidas de contención de precios en la regulación de los contratos de

arrendamiento de vivienda.

 La Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, queda modificada como sigue:

 «Artíclo 10. Prórroga del contrato.

 2. En los contratos de arrendamiento de vivienda habitual sujetos a la presente ley en los que finalice el

periodo de prórroga obligatoria previsto en el artículo 9.1, o el periodo de prórroga tácita previsto en el

artículo 10.1, podrá aplicarse, previa solicitud del arrendatario, una prórroga extraordinaria del plazo del

contrato de arrendamiento por un periodo máximo de un año, durante el cual se seguirá aplicando los

términos y condiciones establecidos para el contrato en vigor. Esta solicitud de prórroga extraordinaria

requerirá la acreditación por parte del arrendatario de una situación de vulnerabilidad social y económica

sobre la base de un informe o certificado emitido en el último año por los servicios sociales de ámbito

municipal o autonómico y deberá ser aceptada obligatoriamente por el arrendador cuando este sea un

gran tenedor de vivienda de acuerdo con la definición establecida en la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el

derecho a la vivienda, salvo que se hubiese suscrito entre las partes un nuevo contrato de arrendamiento.



 Disposición transitoria cuarta. Régimen de los contratos de arrendamiento celebrados con

anterioridad a la entrada en vigor de esta ley.

 1. Los contratos de arrendamiento sometidos a la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de

Arrendamientos Urbanos, celebrados con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley,

continuarán rigiéndose por lo establecido en el régimen jurídico que les era de aplicación.

 2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, cuando las partes lo acuerden y no resulte

contrario a las previsiones legales, los contratos preexistentes podrán adaptarse al régimen

jurídico establecido en esta ley.



1.2.- Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. 

Artículo 441.5-7 de la LEC modificado por la ley de vivienda

Art 441.5 de la LEC modificado por la ley de vivienda:

 En los casos de los números 1.º, 2.º, 4.º y 7.º del apartado 1 del artículo 250, siempre que el inmueble objeto de la controversia constituya la

vivienda habitual de la parte demandada, se informará a esta, en el decreto de admisión a trámite de la demanda, de la posibilidad

de acudir a las Administraciones Públicas autonómicas y locales competentes en materia de vivienda, asistencia social, evaluación e

información de situaciones de necesidad social y atención inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión social. La información

deberá comprender los datos exactos de identificación de dichas Administraciones y el modo de tomar contacto con ellas, a efectos de que

puedan apreciar la posible situación de vulnerabilidad de la parte demandada.

 Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, se comunicará inmediatamente y de oficio por el Juzgado la existencia del

procedimiento a las Administraciones autonómicas y locales competentes en materia de vivienda, asistencia social, evaluación e

información de situaciones de necesidad social y atención inmediata a personas en situación o riesgo de exclusión social, a fin de que

puedan verificar la situación de vulnerabilidad (…)

 Recibida dicha comunicación o transcurrido el plazo, el letrado o letrada de la Administración de Justicia dará traslado a las partes

para que en el plazo de cinco días puedan instar lo que a su derecho convenga, procediendo a suspender la fecha prevista para la

celebración de la vista o para el lanzamiento, de ser necesaria tal suspensión por la inmediatez de las fechas.



 441.6. (añadido por la ley de vivienda)

 Presentados los escritos de las partes o transcurrido el plazo concedido para ello, el tribunal resolverá por

auto, a la vista de la información recibida de las Administraciones Públicas competentes y de las alegaciones

de las partes, sobre si suspende el proceso para que se adopten las medidas propuestas por las

Administraciones públicas, durante un plazo máximo de SUSPENSIÓN DE DOS MESES SI EL

DEMANDANTE ES UNA PERSONA FÍSICA O DE CUATRO MESES SI SE TRATA DE UNA

PERSONA JURÍDICA.

 Una vez adoptadas las medidas por las Administraciones Públicas competentes o transcurrido el plazo

máximo de suspensión previsto en el párrafo anterior, se alzará ésta automáticamente y continuará el

procedimiento por todos sus trámites.



 Antes de la Ley de vivienda:

 441.5. En los casos del número 1º del artículo 250.1, (actualmente, se han añadido los precarios)

 se informará al demandando de la posibilidad de que acuda a los servicios sociales, y en su caso, de la

posibilidad de autorizar la cesión de sus datos a estos, a efectos de que puedan apreciar la posible situación de

vulnerabilidad. A los mismos efectos, se comunicará, de oficio por el Juzgado, la existencia del procedimiento a los

servicios sociales.

 En caso de que los servicios sociales confirmasen que el hogar afectado se encuentra en situación de

vulnerabilidad social y/o económica, se notificará al órgano judicial inmediatamente. Recibida dicha

comunicación, el Letrado de la Administración de Justicia suspenderá el proceso hasta que se adopten las medidas

que los servicios sociales estimen oportunas, (actualmente se da traslado a los demandantes para que aleguen lo

que consideren oportunos).

 durante un plazo máximo de suspensión de un mes a contar desde la recepción de la comunicación de los

servicios sociales al órgano judicial, o de tres meses si el demandante es una persona jurídica. (actualmente 2-4

meses)



 441.7.- REQUISITOS VULNERABILIDAD Y VULNERABILIDAD DE LOS PROPIETARIOS: añadido por la ley de vivienda

 El tribunal tomará la decisión previa valoración ponderada y proporcional del caso concreto, apreciando las situaciones de
vulnerabilidad que pudieran concurrir también en la parte ACTORA y cualquier otra circunstancia acreditada en autos.

 A estos efectos, en particular, el tribunal para apreciar la situación de vulnerabilidad económica podrá considerar el hecho de que el importe

de la renta, si se trata de un juicio de desahucio por falta de pago, más el de los suministros de electricidad, gas, agua y telecomunicaciones
suponga más del 30 por 100 de los ingresos de la unidad familiar y que el conjunto de dichos ingresos no alcance:

 a) Con carácter general, el límite de 3 veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples mensual (en adelante IPREM). (En 2025:

600 € mensual, 7.200 € anual (12 pagas) y 8.400 € anual (14 pagas))

 b) Este límite se incrementará en 0,3 veces el IPREM por cada hijo a cargo en la unidad familiar. El incremento aplicable por hijo a cargo

será de 0,35 veces el IPREM por cada hijo en el caso de unidad familiar monoparental o en el caso de cada hijo con discapacidad igual o
superior al 33 por ciento.

 c) Este límite se incrementará en 0,2 veces el IPREM por cada persona mayor de 65 años miembro de la unidad familiar o personas en
situación de dependencia a cargo.

 d) En caso de que alguno de los miembros de la unidad familiar tenga declarada discapacidad igual o superior al 33 por ciento, situación de

dependencia o enfermedad que le incapacite acreditadamente de forma permanente para realizar una actividad laboral, el límite previsto en
la letra a) será de 5 veces el IPREM, sin perjuicio de los incrementos acumulados por hijo a cargo.

 A estos mismos efectos, el tribunal para apreciar la vulnerabilidad social podrá considerar el hecho de que, entre quienes ocupen la

vivienda, se encuentren personas dependientes de conformidad con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 2 de la Ley 39/2006, de 14

de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, víctimas de violencia sobre
la mujer o personas menores de edad.



1.3.- REAL DECRETO-LEY 11/2020, DE 31 DE MARZO, POR EL 

QUE SE ADOPTAN MEDIDAS URGENTES 

COMPLEMENTARIAS EN EL ÁMBITO SOCIAL Y 

ECONÓMICO PARA HACER FRENTE AL COVID-19.



 1.3.1.- PROCEDIMIENTO

 Artículo 1. Suspensión del procedimiento de desahucio y de los lanzamientos para hogares vulnerables sin alternativa

habitacional.

 1. Desde la entrada en vigor del presente real decreto-ley y hasta el 31 de diciembre de 2025, en todos los juicios verbales que versen

sobre reclamaciones de renta o cantidades debidas por el arrendatario, o la expiración del plazo de duración de contratos suscritos

conforme a la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, que pretendan recuperar la posesión de la finca, se

haya suspendido o no previamente el proceso en los términos establecidos en el apartado 5 del artículo 441 de la Ley 1/2000, de 7 de

enero, de Enjuiciamiento Civil, la persona arrendataria podrá instar, de conformidad con lo previsto en este artículo, un incidente de

suspensión extraordinaria del desahucio o lanzamiento ante el Juzgado por encontrarse en una situación de vulnerabilidad económica

que le imposibilite encontrar una alternativa habitacional para sí y para las personas con las que conviva.

 Así mismo, si no estuviese señalada fecha para el lanzamiento, por no haber transcurrido el plazo de diez días a que se refiere el

artículo 440.3 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, o por no haberse celebrado la vista, se suspenderá dicho

plazo o la celebración de la vista.

 Estas medidas de suspensión que se establecen con carácter extraordinario y temporal, en todo caso, dejarán de surtir efecto el 31 de

diciembre de 2025.



 PRIMERA QUE SE HIZO:

1. Una vez levantada la suspensión de todos los términos y plazos procesales por la finalización del estado de

alarma, en la tramitación del procedimiento de desahucio regulado en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de

Enjuiciamiento Civil, derivado de contratos de arrendamiento de vivienda sujetos a la Ley 29/1994, de 24 de

noviembre, de Arrendamientos Urbanos, en los que la persona arrendataria acredite ante el Juzgado

encontrarse en una situación de vulnerabilidad social o económica sobrevenida como consecuencia de los

efectos de la expansión del COVID-19, que le imposibilite encontrar una alternativa habitacional para sí y

para las personas con las que conviva



 2. Para que opere la suspensión a que se refiere el apartado anterior, LA PERSONA ARRENDATARIA

deberá acreditar que se encuentra en alguna de las situaciones de vulnerabilidad económica descritas

en las letras a) y b) del artículo 5.1 del presente real decreto-ley mediante la presentación de los

documentos previstos en el artículo 6.1.

 El Letrado de la Administración de Justicia dará traslado de dicha acreditación AL DEMANDANTE,

quien en el plazo máximo de diez días podrá acreditar ante el Juzgado, por los mismos medios,

encontrarse igualmente en la situación de vulnerabilidad económica descrita en la letra a) del artículo

5.1 o en riesgo de situarse en ella, en caso de que se adopte la medida de suspensión del lanzamiento.



 3. Una vez presentados los anteriores escritos, el Letrado de la Administración de Justicia deberá trasladar

inmediatamente a los servicios sociales competentes toda la documentación y solicitará a dichos servicios

informe, que deberá ser emitido en el plazo máximo de diez días, en el que se valore la situación de vulnerabilidad

del arrendatario y, en su caso, del arrendador, y se identifiquen las medidas a aplicar por la administración

competente.

 Servicios sociales competentes: art 25, e) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen

Local: municipio es competente para: Evaluación e información de situaciones de necesidad social.

 El art 15 de la misma ley:

 Toda persona que viva en España está obligada a inscribirse en el Padrón del municipio en el que resida

habitualmente. Quien viva en varios municipios deberá inscribirse únicamente en el que habite durante más

tiempo al año.

 El conjunto de personas inscritas en el Padrón municipal constituye la población del municipio.

 Los inscritos en el Padrón municipal son los vecinos del municipio.

 La condición de vecino se adquiere en el mismo momento de su inscripción en el Padrón.



 4. El Juez, a la vista de la documentación presentada y del informe de servicios sociales, dictará un auto en el

que acordará la suspensión del lanzamiento si se considera acreditada la situación de vulnerabilidad

económica y, en su caso, que no debe prevalecer la vulnerabilidad del arrendador. Si no se acreditara la

vulnerabilidad por el arrendatario o bien debiera prevalecer la situación de vulnerabilidad del arrendador acordará

la continuación del procedimiento. En todo caso, el auto que fije la suspensión señalará expresamente que el 31 de

diciembre de 2025 se reanudará automáticamente el cómputo de los días a que se refiere el artículo 440.3 de la Ley

1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, o se señalará fecha para la celebración de la vista y, en su caso, del

lanzamiento, según el estado en que se encuentre el proceso. (El 440.3 no existe, fue modificado y ahora es el

438.5.- plazo para pagar, desalojar o contestar a la demanda).

ALGUNOS JUECES DICEN EN SUS AUTOS: de conformidad con la jurisprudencia constitucional

respecto de la función tuitiva de los órganos judiciales en materias que puedan afectar a menores (así,

STC 178/2020, de 14 de diciembre, FJ 3), tampoco las limitaciones legales de oposición previstas en

determinadas normas procesales pueden imponerse con un formalismo rigorista.



1.3.2.- CESIONES EN PRECARIOS Y “OKUPAS”-

PROCEDIMIENTO PENAL:

Artículo 1 bis, del REAL DECRETO-LEY 11/2020.

 “Suspensión hasta el 31 de diciembre de 2025 del procedimiento de desahucio y de los lanzamientos para personas

económicamente vulnerables sin alternativa habitacional en los supuestos de los apartados 2.º, 4.º y 7.º del artículo 250.1

de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, y en aquellos otros en los que el desahucio traiga causa de un

procedimiento penal.”

 1. Desde la entrada en vigor del presente real decreto-ley y hasta el 31 de diciembre de 2025, en todos los juicios

verbales en los que se sustancien las demandas a las que se refieren los apartados 2.º, 4.º y 7.º del artículo 250.1 de

la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, y en aquellos otros procesos penales en los que se sustancie el

lanzamiento de la vivienda habitual de aquellas personas que la estén habitando sin ningún título habilitante para

ello, el Juez tendrá la facultad de suspender el lanzamiento hasta el 31 de diciembre de 2025.



LEC 1/2000: ART 250:

 2.º Las que pretendan la recuperación de la plena posesión de una finca rústica o urbana, cedida en

precario, por el dueño, usufructuario o cualquier otra persona con derecho a poseer dicha finca.

 4.º Las que pretendan la tutela sumaria de la tenencia o de la posesión de una cosa o derecho por quien

haya sido despojado de ellas o perturbado en su disfrute.

 Podrán pedir la inmediata recuperación de la plena posesión de una vivienda o parte de ella, siempre que se

hayan visto privados de ella sin su consentimiento, la persona física que sea propietaria o poseedora

legítima por otro título, las entidades sin ánimo de lucro con derecho a poseerla y las entidades públicas

propietarias o poseedoras legítimas de vivienda social.

 7.º Las que, instadas por los titulares de derechos reales inscritos en el Registro de la Propiedad, demanden

la efectividad de esos derechos frente a quienes se opongan a ellos o perturben su ejercicio, sin disponer de

título inscrito que legitime la oposición o la perturbación.



 2. Será necesario para poder suspender el lanzamiento conforme al apartado anterior, que se trate de

viviendas que pertenezcan a personas jurídicas o a personas físicas titulares de más de diez viviendas y

que las personas que las habitan sin título se encuentren en situación de vulnerabilidad económica por

encontrarse en alguna de las situaciones descritas en la letra a) del artículo 5.1.

 El Juez tomará la decisión previa valoración ponderada y proporcional del caso concreto, teniendo en

cuenta, entre otras que procedan, las siguientes circunstancias:

 a) Las circunstancias relativas a si la entrada o permanencia en el inmueble está motivada por una situación

de extrema necesidad. Al efecto de analizar el estado de necesidad se valorará adecuadamente el informe de

los servicios sociales emitido conforme al apartado siguiente.

 b) Las circunstancias relativas a la cooperación de los habitantes de la vivienda con las autoridades

competentes en la búsqueda de soluciones para una alternativa habitacional que garantizara su derecho a una

vivienda digna.



 3. Para que opere la suspensión a que se refiere el apartado anterior, quien habite la vivienda sin título

habrá de ser persona dependiente de conformidad con lo dispuesto en el apartado dos del artículo 2 de

la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas

en situación de dependencia, víctima de violencia sobre la mujer o tener a su cargo, conviviendo en la

misma vivienda, alguna persona dependiente o menor de edad.

 En todo caso, la persona o personas que ocupan la vivienda sin título deberán acreditar, ADEMÁS, que se

encuentran en alguna de las situaciones de vulnerabilidad económica descritas en la letra a) del artículo

5.1 del presente real decreto-ley mediante la presentación de los documentos previstos en el artículo 6.1. El

Letrado de la Administración de Justicia, dará traslado de dicha acreditación al demandante o denunciante.



 4. El Letrado de la Administración de Justicia deberá trasladar inmediatamente a los servicios sociales

competentes toda la documentación y solicitará a dichos servicios informe, que deberá ser emitido en el

plazo máximo de quince días, en el que se valore la situación de vulnerabilidad de la persona o personas que

hayan fijado en el inmueble su vivienda, y se identifiquen las medidas a aplicar por la administración

competente.

 5. Acreditada la situación de vulnerabilidad de la persona que habite en la vivienda y ponderadas por el Juez

todas las demás circunstancias concurrentes, este dictará auto acordando, en su caso, la suspensión por el

tiempo que reste hasta el 31 de diciembre de 2025. Si el solicitante no acreditara la vulnerabilidad o no se

encontrara entre las personas con derecho a instar la suspensión conforme a lo señalado en el apartado 2 o

concurriera alguna de las circunstancias previstas en el apartado 6, el juez acordará mediante auto la

continuación del procedimiento.



 7. En ningún caso procederá la suspensión a que se refiere este artículo si la entrada o permanencia en la vivienda ha

tenido lugar en los siguientes supuestos:

 a) Cuando se haya producido en un inmueble de propiedad de una persona física, si en dicho inmueble tiene su domicilio

habitual o segunda residencia debidamente acreditada, sin perjuicio del número de viviendas de las que sea propietario.

 b) Cuando se haya producido en un inmueble de propiedad de una persona física o jurídica que lo tenga cedido por

cualquier título válido en derecho a una persona física que tuviere en él su domicilio habitual o segunda residencia

debidamente acreditada.

 c) Cuando la entrada o permanencia en el inmueble se haya producido mediando intimidación o violencia sobre las

personas.

 d) Cuando existan indicios racionales de que la vivienda se esté utilizando para la realización de actividades ilícitas.

 e) Cuando la entrada o permanencia se haya producido en inmuebles de titularidad pública o privada destinados a

vivienda social y ya se hubiera asignado la vivienda a un solicitante por parte de la administración o entidad que gestione

dicha vivienda.

 F) CUANDO LA ENTRADA EN LA VIVIENDA SE HAYA PRODUCIDO CON POSTERIORIDAD A LA ENTRADA EN

VIGOR DEL PRESENTE REAL DECRETO-LEY.



PARTE SOCIAL DE LAS SITUACIONES

 EXCLUSIÓN SOCIAL: Según la ley 19/ de 2017, de 20 de diciembre de Renta Valenciana de Inclusión, en su artículo 3.2, define la exclusión 
social como “aquellas situaciones en las que las personas no tienen recursos necesarios para cubrir sus necesidades básicas, para el 
ejercicio de sus derechos sociales, con limitaciones en su participación social, y se encuentran en un estado de dificultad personal o social 
para su inclusión social, y en su caso, inserción laboral”. 

 SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD: Por otro lado, en esta misma ley, en su artículo 3.3, se define la condición de vulnerabilidad social 
“como un riesgo, de dificultad que inhabilita e invalida, de manera inmediata o en el futuro, a las personas o grupos afectados, en la 
satisfacción de su subsistencia y de calidad de vida

 EXCLUSIÓN RESIDENCIAL: La exclusión residencial puede definirse como aquella situación en la que la persona no tiene cubiertas sus

necesidades básicas. No obstante, no poder acceder a un alojamiento no es el único elemento qye la configura: la adecuación de la

vivienda, su calidad, la seguridad en el pago del alquiler, de la hipoteca y/o de los suministros, la asequibilidad, las condiciones de

habitabilidad (luz, ventilación, espacio útil o hacinamiento, entre otras), y su accesibilidad, también son determinantes de la exclusión

residencial.

 El grave problema de la vivienda y la falta de vivienda asequible, tanto de alquiler como de compra de vivienda, en los últimos años ha

dado lugar a que el empleo ya no es el único factor determinante en la exclusión. Dado que, acceder al mercado laboral ya no asegura

poder disponer de una vivienda adecuada. Así la vivienda se ha convertido en un elemento social, y actualmente supone el principal

gasto para las familias de España.

 El porcentaje actual de exclusión residencial según la EAPN (Red Europea de Lucha contra la Pobreza y la Exclusión Social en el Estado

Español), es del 23,7% de su población, lo que equivale a más de 11 millones de personas.



1.3.3.- REQUISITOS PARA SER CONSIDERADO A ESTOS 

EFECTOS

Artículo 5 del REAL DECRETO-LEY 11/2020. Definición de la situación de 

vulnerabilidad económica a efectos de obtener moratorias o ayudas en relación con la 

renta arrendaticia de la vivienda habitual.

 1. Los supuestos de vulnerabilidad económica a los efectos de la obtención de moratorias, ayudas u otras medidas en relación con la renta arrendaticia de la vivienda habitual reguladas en el presente real decreto-ley,

requerirán la concurrencia conjunta de los siguientes requisitos:

 a) Que la persona que esté obligada a pagar la renta de alquiler pase a estar en situación de desempleo, Expediente Temporal de Regulación de Empleo (ERTE), o haya reducido su jornada por motivo de cuidados, en

caso de ser empresario, u otras circunstancias similares que supongan una pérdida sustancial de ingresos, no alcanzando por ello el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar, en el mes anterior

a la solicitud de la moratoria:

 i. Con carácter general, el límite de tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples mensual (En 2025: 600 € mensual, 7.200 € anual (12 pagas) y 8.400 € anual (14 pagas))

 ii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada hijo a cargo en la unidad familiar. El incremento aplicable por hijo a cargo será de 0,15 veces el IPREM por cada hijo en el caso de unidad familiar

monoparental.

 iii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada persona mayor de 65 años miembro de la unidad familiar.

 iv. En caso de que alguno de los miembros de la unidad familiar tenga declarada discapacidad igual o superior al 33 por ciento, situación de dependencia o enfermedad que le incapacite acreditadamente de forma permanente

para realizar una actividad laboral, el límite previsto en el subapartado i) será de cuatro veces el IPREM, sin perjuicio de los incrementos acumulados por hijo a cargo.

 v. En el caso de que la persona obligada a pagar la renta arrendaticia sea persona con parálisis cerebral, con enfermedad mental, o con discapacidad intelectual, con un grado de discapacidad reconocido igual o superior al 33

por ciento, o persona con discapacidad física o sensorial, con un grado de discapacidad reconocida igual o superior al 65 por ciento, así como en los casos de enfermedad grave que incapacite acreditadamente, a la persona o a

su cuidador, para realizar una actividad laboral, el límite previsto en el subapartado i) será de cinco veces el IPREM.



 b) Que la renta arrendaticia, más los gastos y suministros básicos, resulte superior o igual al 35 por cien de los ingresos netos que

perciba el conjunto de los miembros de la unidad familiar. A estos efectos, se entenderá por «gastos y suministros básicos» el importe

del coste de los suministros de electricidad, gas, gasoil para calefacción, agua corriente, de los servicios de telecomunicación fija y móvil, y

las posibles contribuciones a la comunidad de propietarios, todos ellos de la vivienda habitual que corresponda satisfacer al arrendatario.

 2. A los efectos de lo previsto en este artículo se entenderá por unidad familiar la compuesta por la persona que adeuda la renta arrendaticia,

su cónyuge no separado legalmente o pareja de hecho inscrita y los hijos, con independencia de su edad, que residan en la vivienda,

incluyendo los vinculados por una relación de tutela, guarda o acogimiento familiar y su cónyuge no separado legalmente o pareja de hecho

inscrita, que residan en la vivienda.

 3. No se entenderá que concurren los supuestos de vulnerabilidad económica a consecuencia de la emergencia sanitaria ocasionada por

el COVID-19 a los efectos de obtener moratorias o ayudas en relación con la renta arrendaticia de la vivienda habitual cuando la persona

arrendataria o cualquiera de las personas que componen la unidad familiar que habita aquella sea propietaria o usufructuaria de alguna

vivienda en España. Se considerará que no concurren estas circunstancias cuando el derecho recaiga únicamente sobre una parte

alícuota de la misma y se haya obtenido por herencia o mediante transmisión mortis causa sin testamento. Se exceptuará de este

requisito también a quienes, siendo titulares de una vivienda, acrediten la no disponibilidad de la misma por causa de separación o

divorcio, por cualquier otra causa ajena a su voluntad o cuando la vivienda resulte inaccesible por razón de discapacidad de su

titular o de alguna de las personas que conforman la unidad de convivencia.



1.3.4.- DOCUMENTACIÓN

Artículo 6 del REAL DECRETO-LEY 11/2020. Acreditación de las condiciones subjetivas.

 1. La concurrencia de las circunstancias a que se refiere el artículo 5 se acreditará por la persona arrendataria ante la persona arrendadora mediante la presentación de los

siguientes documentos:

a) En caso de situación legal de desempleo, mediante certificado expedido por la entidad gestora de las prestaciones, en el que figure la cuantía mensual percibida en concepto de

prestaciones o subsidios por desempleo.

b) En caso de cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia, mediante certificado expedido por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano competente de la

Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de cese de actividad declarada por el interesado.

c) Número de personas que habitan en la vivienda habitual:

i. Libro de familia o documento acreditativo de pareja de hecho.

ii. Certificado de empadronamiento relativo a las personas empadronadas en la vivienda, con referencia al momento de la presentación de los documentos acreditativos y a los

seis meses anteriores.

iii. Declaración de discapacidad, de dependencia o de incapacidad permanente para realizar una actividad laboral.

d) Titularidad de los bienes: nota simple del servicio de índices del Registro de la Propiedad de todos los miembros de la unidad familiar.

e) Declaración responsable del deudor o deudores relativa al cumplimiento de los requisitos exigidos para considerarse sin recursos económicos suficientes según este real decreto-ley.

 2. Si el solicitante de la moratoria no pudiese aportar alguno de los documentos requeridos en las letra a) a d) del apartado anterior, podrá sustituirlo mediante una declaración

responsable que incluya la justificación expresa de los motivos, relacionados con las consecuencias de la crisis del COVID-19, que le impiden tal aportación. Tras la finalización

del estado de alarma y sus prórrogas dispondrá del plazo de un mes para la aportación de los documentos que no hubiese facilitado.



1.3.5.- ¿UNO O VARIOS INCIDENTES DE SUSPENSIÓN POR VULNERABILIDAD?.
 Sentencia de la sala Segunda del TRIBUNAL CONSTITUCIONAL nº 126/2024, de 21 de octubre de 2024. Recurso de amparo 885-2024.

 No es adecuado al fin de la norma restringir el alcance procesal a un único incidente de suspensión por vulnerabilidad en un desahucio

 “En este contexto, no resulta ajustado a la finalidad del precepto (arts 1 y 1.1 RD 11/2020) restringir el alcance procesal de la norma a la

interposición de un único incidente de suspensión, cuyo efecto impediría ampliar el plazo de suspensión pese a mantenerse la situación de

vulnerabilidad que determinó la aplicación de la medida.

 Tampoco la finalidad pretendida por la norma, de atender a la realidad social y económica de los hogares necesitados ante contextos

internacionales que se detallan en los preámbulos de estos reales decretos-leyes, se cohonesta con una interpretación judicial que restringe

su aplicación, de forma que solo se pueda solicitar un único incidente de suspensión con una vigencia máxima que no supere el plazo legal

de suspensión fijado en cada Real Decreto-ley, cuando, por el contrario, se trata de hogares que mantienen la misma situación de

vulnerabilidad o, incluso cuando dicha situación se ha agravado, como ocurre en el supuesto litigioso ante el nacimiento, en diciembre

de 2022, de un niño con discapacidad. La finalidad que pretende la publicación sucesiva de estas normas responde a la necesidad de

mantener en el tiempo estas medidas y seguir atendiendo a las necesidades de estos hogares, incompatible con un planteamiento que

restringe en el ámbito procesal la suspensión del lanzamiento.”



1.3.6.-¿Hay que acreditar la vulnerabilidad cada 

vez que se solicita la paralización del 

lanzamiento?

Sí

TRIBUNAL SUPREMO, Sala de lo Civil, Sentencia núm. 1.665/2024 del 12 de 

diciembre de 2024.



II.-CONTEXTO DEL MODO DE PROCEDER EN EL AYUNTAMIENTO DE ELCHE



PARA PETICIÓN DE INFORMES POR PARTE DE LOS ABOGADOS

PROCEDIMIENTO DESDE EL AYUNTAMIENTO DE ELCHE PARA LA REALIZACIÓN DE INFORMES DE 

VULNERABILIDAD: 

 Una vez nos llega a LEXNET la petición de informe por oficio por parte del juzgado,

tenemos 10 días para la realización del mismo.

 Si la o las personas demandadas o demandantes (dependiendo sobre quien se solicite 
el informe) no tienen expediente abierto en servicios sociales, buscamos datos en la 
sede electrónica, o en el padrón municipal para poder contactar con ellos. De no 
existir dato alguno en el padrón, notificamos al juzgado de instancia correspondiente 
que, la persona no es vecina de Elche, por lo que, no tenemos potestad para valorar 

 En el caso de tener datos, pero no poder contactar telefónicamente con la persona, les 
notificamos por escrito de la petición recibida del juzgado y les citamos en el 
departamento correspondiente, solicitando que aporten la documentación pertinente, 
para poder valorar, y notificamos al juzgado que se ha realizado dicha notificación por 
escrito para que nos concedan más plazo dado que, las notificaciones por escrito 
pueden tardar unos 15 días. 



 La trabajadora social que lleve el caso, realiza los siguientes procedimientos:

1. VISITA DOMICILIARIA: Realizamos visita en todos los casos, sobre todo en los casos nuevos en servicios sociales, para constatar que

realmente el o las personas demandadas o demandantes residen en la vivienda objeto del procedimiento y no se han marchado de la

misma. Además de poder acceder a información social como, cuántas personas realmente residen en la vivienda, que no haya

hacinamientos, condiciones de habitabilidad, y adecuación de la vivienda para la unidad familiar residente en la misma.

2. En el caso de no ser posible la visita, se da cita a la o las personas en el centro social donde está ubicada la oficina municipal de

vivienda, que, en este caso, estamos en Centro Social de altabix- Centro Manuel Canales, en la C/Bernabé Del Campo La Torre, nº26.

Solicitándole que acuda a una fecha y una hora concretas y que aporte la documentación necesaria para poder trabajar en el

expediente.

3. ENTREVISTA: Se realiza entrevista a la unidad familiar, en la que se le preguntan los aspectos necesarios para conocer su situación

social y económica, así como la situación de la vivienda en la que residen. De ese modo, podemos valorar en qué condiciones tanto

sociales, laborales, familiares y de salud se encuentra la unidad familiar o de convivencia.

4. . DOCUMENTACIÓN SOCLICITADA: Dentro de la documentación solicitada, se les solicita los extractos bancarios de los últimos 6 meses

o del último año, porque de ese modo, podemos comprobar, si existen más ingresos de los que nos han dicho, si existen más cuentas,

cuántos recibos de alquiler realmente han abonado, o percibido, en el caso del / los propietarios, y demás información adicional.

Además, se solicita la firma de una autorización de acceso y cesión de datos, con la que, nos autorizan a comprobar en la plataforma

CLIENTE PAI a la que tenemos acceso como administración pública, y en la que, podemos comprobar las últimas rentas, la vida laboral,

las ayudas que puedan estar percibiendo, los ingresos reales de las mismas, y el catastro.



 Una vez, comprobados los documentos, nos coordinamos con los profesionales que tengan intervención también con

la o las personas, para poder ampliar la información social. Se comprueban todos los documentos aportados y

consultados, y se realiza una valoración de la situación de vulnerabilidad social y económica, contando también con

los datos de vulnerabilidad que dicta el IPREM. Se realiza informe, con toda esta información y documentación, y se

informa al juzgado con un informe que contiene los siguientes ítems:

 Cuántos miembros componen la unidad familiar, adultos, personas mayores y personas menores

 Cuál es la situación laboral de los adultos de la unidad familiar

 Cuáles son los ingresos actuales y reales de los que dispone mensualmente la unidad familiar

 Si son perceptores de ayudas sociales, como Renta Valenciana de Inclusión o Ingreso Mínimo Vital.

 Situación sanitaria: si algún miembro de la unidad familiar tiene discapacidad y/o dependencia reconocida, si padecen

enfermedades diagnosticadas, etc

 Cuál es la situación de la vivienda y de las circunstancias que le han llevado hasta el procedimiento.

 Las medidas a adoptar desde la administración: Desde la Oficina Municipal de Vivienda Social se lleva a cabo, una mediación

con propietarios y entidades bancarias, gracias a las cuales, se ha podido prevenir un procedimiento de desahucio, llegar a

acuerdos extrajudiciales, o incluso, que se hayan retirado procedimientos ya iniciados. En esas mediaciones, se negocian planes

de pago, con objetivos bien definidos y compromisos de pago por parte de los deudores, en el caso de que existan tales deudas.

De no existir deudas de alquiler, se puede negociar un plazo de tiempo por el cual la persona inquilina pueda permanecer en la

vivienda hasta que encuentre una alternativa habitacional acorde a sus circunstancias, en el caso de ser inquilinos.



 Por otro lado, se les proporciona la información de cómo solicitar vivienda social teniendo en 
cuenta que, las competencias en materia de gestión de vivienda social, las ejerce la Generalitat. Por 
lo tanto, todas las personas que se encuentran en situación de vulnerabilidad social y/o económica 
deberá inscribirse como demandantes de vivienda en la plataforma de L’Entitat de vivienda 
Habitatge y Sòl (EVHA), con certificado digital o bien pidiendo cita presencial en el C/Gerona de 
Alicante, o a través de ESPAI TIC, espacio que pone el Ayuntamiento de Elche a disposición d ellos 
ciudadanos que presentan dificultades a la hora de inscribirse, y con este recurso, hay 
profesionales que les ayudan y les orientan a la inscripción en la EVHA. 

 También,  se les apoya a los ciudadanos en la búsqueda de vivienda de alquiler de renta libre, 
también mediante mediación con propietarios privados. No se realiza la búsqueda de vivienda, 
pero se procede a mediar con los propietarios de posibles viviendas aptas para la unidad familiar 
que nos ocupe en ese momento



 Una vez emitimos el informe de vulnerabilidad al juzgado correspondiente, se procede a realizar 
intervención con la unidad familiar para solventar la situación, y que puedan abandonar la vivienda 
objeto del procedimiento causando el menor perjuicio posible al/los propietarios de la vivienda. 

 IMPORTANTE a tener en cuenta, que no solo las personas demandadas pueden solicitar el informe de 
vulnerabilidad, cualquier propietario de la vivienda puede solicitar que se valore su situación de 
vulnerabilidad, porque en muchas ocasiones son ellos los que se encuentran en situaciones 
complicadas y deben de recuperar su vivienda. Es por ello, que desde nuestra oficina, orientamos e 
informamos tanto a inquilinos como a propietarios de cómo actuar en cualquier situación relacionada 
con la vivienda. 

 En el caso de las viviendas okupadas de forma ilegal, la forma de proceder en cuanto a informes de 
vulnerabilidad es la misma que en cualquier procedimiento de juicio verbal por desahucio por falta de 
pago. No obstante, es importante resaltar que, en Elche, hay un porcentaje muy bajo de viviendas 
okupadas en las que se haya utilizado la violencia o se haya destrozado una puerta para entrar a la 
misma. En cualquier caso, la documentación solicitada y los medios a proceder son los mismos. 



III.-AYUDAS A PROPIETARIOS POR PARALIZACIÓN DEL LANZAMIENTO DEBIDO A

VULNERABILIDAD DEL ARRENDATARIO.

Real Decreto 401/2021, de 8 de junio, por el que se aprueban las medidas necesarias para que las

comunidades autónomas puedan utilizar los recursos del Plan Estatal de Vivienda 2018-2021, a fin de

hacer frente a las compensaciones que procedan, y por el que se establece el procedimiento para el

reconocimiento de la compensación a los propietarios y arrendadores a que se refieren los artículos 1

y 1 bis del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes

complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19.



 Artículo 1. Objeto.

 En cumplimiento de lo dispuesto en la disposición adicional tercera del Real Decreto-

ley 37/2020, de 22 de diciembre, este real decreto tiene por objeto adoptar las medidas

necesarias para que las comunidades autónomas puedan utilizar los recursos del Plan

Estatal de Vivienda 2018-2021, para hacer frente a las compensaciones previstas en los

artículos 1 y 1 bis del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan

medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al

COVID-19, así como establecer el procedimiento que se seguirá para la presentación,

tramitación y resolución de las solicitudes.



Artículo 3. Procedimiento para la presentación, tramitación y resolución de solicitudes formuladas por los arrendadores o propietarios de las

viviendas afectadas.

1. El procedimiento para la obtención de compensaciones se iniciará a instancia de parte, mediante la correspondiente solicitud, que podrá presentarse

hasta el 31 de enero de 2026.

2. El arrendador o el propietario dirigirán su solicitud al órgano competente en materia de vivienda de la comunidad autónoma, que deberá ir

acompañada de una exposición razonada y justificada de la compensación por el período que medie entre que se acordare la suspensión extraordinaria

del artículo 1 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, o bien la suspensión del lanzamiento del artículo 1 bis del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de

marzo, y el momento en el que la misma se levante por el Tribunal o por alcanzar el límite temporal del 31 de diciembre de 2025, y que considere

procedente sobre la base de los siguientes criterios:

a) El valor medio que correspondería a un alquiler de vivienda en el entorno en que se encuentre el inmueble, determinado a partir de los

índices de referencia del precio del alquiler de vivienda u otras referencias objetivas representativas del mercado de arrendamiento. Si dicho valor fuera

superior a la renta que viniera percibiendo el arrendador, la compensación consistirá en renta dejada de percibir.

b) Los gastos corrientes de la vivienda que acredite haber asumido el arrendador o propietario, por el período que medie entre que se

acordare la suspensión y el momento en el que la misma se levante por el Tribunal o por alcanzar el límite temporal del 31 de diciembre de 2025.

c) En el caso de la suspensión del lanzamiento del ARTÍCULO 1 BIS del Real Decreto-ley citado, se deberá acreditar, por el propietario, el

perjuicio económico que le ha ocasionado al encontrarse la vivienda ofertada en venta o arrendamiento con anterioridad a la entrada en el

inmueble.



 DOCUMENTOS QUE EXIGE LA GENERALITAT VALENCIANA:

 1.- PROPER: Procedimiento para tramitar las altas, modificaciones y bajas de las domiciliaciones bancarias

(Domiciliación bancaria). Trámite automatizado.

 2.- Exposición justificativa firmada de la solicitud de compensación a arrendadores o propietarios. En este link se

dispone de modelo normalizado.

 3.- Copia del contrato de arrendamiento en el que figure la renta del alquiler.

 4.- Copia auténtica del auto judicial por el que se acuerda la suspensión extraordinaria prevista en el artículo 1 del

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, o bien la suspensión del lanzamiento prevista en el artículo 1 bis del Real-

Decreto ley 11/2020, de 31 de marzo.

 5.- Copia de la documentación judicial que acredite el levantamiento de la suspensión o la entrega de la posesión del

inmueble.

 6.- Justificante bancario acreditativo del pago de los gastos corrientes de la vivienda que haya asumido el arrendador o

propietario y sus facturas correspondientes, durante el periodo que medie entre que se acordare la suspensión y el

momento en el que la misma se levante por el Tribunal o por alcanzar el límite temporal de 31 de desembre de 2025.

 7.- Declaración responsable firmada en relación con la solicitud de compensación, con arreglo al siguiente modelo normalizado.

https://www.gva.es/ES/inicio/procedimientos?id_proc=22648
https://habitatge.gva.es/documents/20558636/358135928/Exposici%C3%B3n+Justificativa+actualizada+16-12-24++--++12649_BI.pdf/21da5d9e-f2cb-b1e5-60a6-60e1fe187d84?t=1708330613670
https://habitatge.gva.es/documents/20558636/358135928/Declaraci%C3%B3n+responsable+arrendadores+15.03.24.pdf/0968f600-1678-931b-da98-77f58a0d23d9?t=1710499147587


 4. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución al interesado será de tres meses, si bien

excepcionalmente el órgano competente podrá acordar de manera motivada ampliar el plazo en tres meses

más, circunstancia que se notificará expresamente al interesado. Vencido el plazo máximo sin haberse

notificado resolución expresa, el interesado podrá entenderla estimada por silencio administrativo.

 Enlace Generalitat Valenciana:

 https://habitatge.gva.es/es/web/vivienda-y-calidad-en-la-edificacion/tramits-presentacio-sol-licitud2

 Enlace para presentación de la solicitud:

 https://sede.gva.es/es/inicio/procedimientos?id_proc=G95605&id_caso=que_es

https://habitatge.gva.es/es/web/vivienda-y-calidad-en-la-edificacion/tramits-presentacio-sol-licitud2
https://sede.gva.es/es/inicio/procedimientos?id_proc=G95605&id_caso=que_es


IV.- PROCEDIMIENTOS DE EJECUCIÓN HIPOTECARIA

 Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la protección a los deudores

hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social. (Paralización del

lanzamiento de la vivienda).

 Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de protección de

deudores hipotecarios sin recursos. (Dación en pago y alquiler social).



4.1.- REQUISITOS Y DOCUMENTACIÓN PARALIZACIÓN DEL LANZAMIENTO 

VIVIENDA HABITUAL
 LEY 1/2013, DE 14 DE MAYO, DE MEDIDAS PARA REFORZAR LA PROTECCIÓN A LOS

DEUDORES HIPOTECARIOS, REESTRUCTURACIÓN DE DEUDA Y ALQUILER SOCIAL.

 Artículo 1. Suspensión de los lanzamientos sobre viviendas habituales de colectivos especialmente vulnerables.

 1. Hasta transcurridos quince años desde la entrada en vigor de esta ley (MAYO 2028), no procederá el lanzamiento

cuando en un proceso judicial o extrajudicial de ejecución hipotecaria se hubiera adjudicado al acreedor, o a cualquier otra

persona física o jurídica la vivienda habitual de personas que se encuentren en los supuestos de especial vulnerabilidad y

en las circunstancias económicas previstas en este artículo.

 Durante ese plazo, el ejecutado situado en el umbral de exclusión podrá solicitar y obtener del acreedor ejecutante de la

vivienda adherido al Código de Buenas Prácticas para la reestructuración viable de las deudas con garantía hipotecaria

sobre la vivienda habitual, aprobado por el Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de protección de

deudores hipotecarios sin recursos, o persona que actúe por su cuenta, el alquiler de la misma en las condiciones

establecidas en el apartado 5 del anexo de dicho Código.



 2. Los SUPUESTOS DE ESPECIAL VULNERABILIDAD a los que se refiere el apartado anterior son:

 a) Familia numerosa, de conformidad con la legislación vigente.

 b) Unidad familiar monoparental con al menos un hijo a cargo.

 c) Unidad familiar de la que forme parte un menor de edad.

 d) Unidad familiar en la que alguno de sus miembros tenga reconocido un grado de discapacidad igual o superior al 33 por ciento,

situación de dependencia o enfermedad que le incapacite acreditadamente de forma permanente para realizar una actividad laboral.

 e) Unidad familiar en la que el deudor hipotecario se encuentre en situación de desempleo.

 f) Unidad familiar con la que convivan, en la misma vivienda, una o más personas que estén unidas con el titular de la hipoteca o

su cónyuge por vínculo de parentesco hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, y que se encuentren en situación personal

de discapacidad, dependencia, enfermedad grave que les incapacite acreditadamente de forma temporal o permanente para realizar

una actividad laboral.

 g) Unidad familiar en la que exista una víctima de violencia de género.

 h) El deudor mayor de 60 años.



 3. Para que sea de aplicación lo previsto en el apartado 1 deberán concurrir, ADEMÁS de los supuestos de especial vulnerabilidad previstos en el apartado anterior, las

circunstancias económicas siguientes:

 a) Que el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar no supere el límite de tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples anual de catorce

pagas. Dicho límite será de cuatro veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples anual de catorce pagas en los supuestos previstos en las letras d) y f) del apartado

anterior, y de cinco veces dicho indicador en el caso de que el ejecutado sea persona con parálisis cerebral, con enfermedad mental o con discapacidad intelectual, con un grado de

discapacidad reconocido igual o superior al 33 por ciento, o persona con discapacidad física o sensorial, con un grado de discapacidad reconocido igual o superior al 65 por ciento,

así como en los casos de enfermedad grave que incapacite acreditadamente, a la persona o a su cuidador, para realizar una actividad laboral. El límite definido para cada caso se

incrementará por cada hijo a cargo dentro de la unidad familiar en:

 i. 0,15 veces el IPREM para las familias monoparentales;

 ii. 0,10 veces el IPREM para el resto de familias.

 b) Que, en los cuatro años anteriores al momento de la solicitud, la unidad familiar haya sufrido una alteración significativa de sus circunstancias económicas, en términos de

esfuerzo de acceso a la vivienda.

 c) Que la cuota hipotecaria resulte superior al 50 por cien de los ingresos netos que perciba el conjunto de los miembros de la unidad familiar.

 d) Que se trate de un crédito o préstamo garantizado con hipoteca que recaiga sobre la única vivienda en propiedad del deudor y concedido para la adquisición de la misma.

 4. A los efectos de lo previsto en este artículo se entenderá:

 a) Que se ha producido una alteración significativa de las circunstancias económicas cuando el esfuerzo que represente la carga hipotecaria sobre la renta familiar se haya

multiplicado por al menos 1,5.

 b) Por unidad familiar la compuesta por el deudor, su cónyuge no separado legalmente o pareja de hecho inscrita y los hijos, con independencia de su edad, que residan en la

vivienda, incluyendo los vinculados por una relación de tutela, guarda o acogimiento familiar.



 DOCUMENTACIÓN PARA ACREDITAR LA VULNERABILIDAD (ART 2)

 La concurrencia de las circunstancias a que se refiere esta Ley se acreditará por el deudor en cualquier momento del procedimiento de ejecución hipotecaria y antes de la ejecución

del lanzamiento, ante el Juez o el Notario encargado del procedimiento, mediante la presentación de los siguientes documentos:

 a) Percepción de ingresos por los miembros de la unidad familiar:

 1.º Certificado de rentas y, en su caso, certificado relativo a la presentación del Impuesto de Patrimonio, expedido por la Agencia Estatal de Administración Tributaria con relación

a los últimos cuatro ejercicios tributarios.

 2.º Últimas tres nóminas percibidas.

 3.º Certificado expedido por la entidad gestora de las prestaciones, en el que figure la cuantía mensual percibida en concepto de prestaciones o subsidios por desempleo.

 4.º Certificado acreditativo de los salarios sociales, rentas mínimas de inserción o ayudas análogas de asistencia social concedidas por las Comunidades Autónomas y las entidades

locales.

 5.º En caso de trabajador por cuenta propia se aportará el certificado expedido por la Agencia Estatal de Administración Tributaria o, si estuviera percibiendo la prestación por

cese de actividad, el certificado expedido por el órgano gestor en el que figure la cuantía mensual percibida.

 b) Número de personas que habitan la vivienda:

 1.º Libro de familia o documento acreditativo de la inscripción como pareja de hecho.

 2.º Certificado de empadronamiento relativo a las personas empadronadas en la vivienda, con referencia al momento de la presentación de los documentos acreditativos y a los

seis meses anteriores.

 c) Titularidad de los bienes:

 1.º Certificados de titularidades expedidos por el Registro de la Propiedad en relación con cada uno de los miembros de la unidad familiar.

 2.º Escrituras de compraventa de la vivienda y de constitución de la garantía hipotecaria y otros documentos justificativos, en su caso, del resto de las garantías reales o personales

constituidas, si las hubiere.

 d) Declaración responsable del deudor o deudores relativa al cumplimiento de los requisitos exigidos para considerarse situado en el ámbito de aplicación de esta Ley.



4.2.- REQUISITOS Y DOCUMENTACIÓN PARA DACIÓN EN PAGO Y ALQUILER 

SOCIAL DE LA VIVIENDA HABITUAL.

 REAL DECRETO-LEY 6/2012, DE 9 DE MARZO, DE MEDIDAS URGENTES DE PROTECCIÓN 
DE DEUDORES HIPOTECARIOS SIN RECURSOS.

 Artículo 5. Sujeción al Código de Buenas Prácticas.

 1. El Código de Buenas Prácticas incluido en el Anexo será de adhesión voluntaria por parte de las entidades de crédito o de cualquier otra entidad

que, de manera profesional, realice la actividad de concesión de préstamos o créditos hipotecarios.

 2. La aplicación del Código de Buenas Prácticas se extenderá a las hipotecas constituidas en garantía de préstamos o créditos, cuando el

precio de adquisición del bien inmueble hipotecado no exceda en un 20 por ciento del que resultaría de multiplicar la extensión del

inmueble, por el precio medio por metro cuadrado para vivienda libre que arroje el Índice de Precios de la Vivienda elaborado por el

Ministerio de Fomento para el año de adquisición del bien inmueble y la provincia en que esté radicado dicho bien, con un límite absoluto

de 300.000 euros. Los inmuebles adquiridos antes del año 1995 tomarán como precio medio de referencia el relativo al año 1995.

 No obstante, solo podrán acogerse a las medidas previstas en el apartado 3 del Código las hipotecas constituidas en garantía de préstamos o créditos

concedidos, cuando el precio de adquisición del bien inmueble hipotecado no exceda del que resultaría de multiplicar la extensión del inmueble, por

el precio medio por metro cuadrado para vivienda libre que arroje el Índice de Precios de la Vivienda elaborado por el Ministerio de Fomento para

el año de adquisición del bien inmueble y la provincia en que esté radicado dicho bien, con un límite absoluto de 250.000 euros. Los inmuebles

adquiridos antes del año 1995 tomarán como precio medio de referencia el relativo al año 1995.



ANEXO

Código de Buenas Prácticas para la reestructuración viable de las deudas con garantía 

hipotecaria sobre la vivienda habitualPunto.- 3. Medidas sustitutivas de la ejecución hipotecaria: dación en pago de la vivienda habitual.

a) En el plazo de veinticuatro meses desde la solicitud de la reestructuración, los deudores comprendidos en el ámbito de aplicación del artículo 2 del Real

Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de protección de deudores hipotecarios sin recursos, para los que la reestructuración y las medidas

complementarias, en su caso, no resulten viables conforme a lo establecido en el apartado 2, podrán solicitar la dación en pago de su vivienda habitual en

los términos previstos en este apartado. En estos casos la entidad estará obligada a aceptar la entrega del bien hipotecado por parte del deudor, a la

propia entidad o tercero que ésta designe, quedando definitivamente cancelada la deuda.

 También podrán cursar esta solicitud los deudores que tengan aprobado y en curso un plan de reestructuración que observen su imposibilidad de

atender los pagos después de veinticuatro meses desde la solicitud de reestructuración. En este caso, la entidad valorará la posible entrega del bien

hipotecado por parte del deudor, a la propia entidad o tercero que ésta designe, quedando definitivamente cancelada la deuda.

b) La dación en pago supondrá la cancelación total de la deuda garantizada con hipoteca y de las responsabilidades personales del deudor y de terceros

frente a la entidad por razón de la misma deuda.

c) El deudor, si así lo solicitara en el momento de pedir la dación en pago, podrá permanecer durante un plazo de dos años en la vivienda en concepto

de arrendatario, satisfaciendo una renta anual del 3 por cien del importe total de la deuda en el momento de la dación. Durante dicho plazo el impago de la

renta devengará un interés de demora del 10 por cien.

e) Esta medida no será aplicable en los supuestos que se encuentren en procedimiento de ejecución en los que ya se haya anunciado la subasta, o en los que

la vivienda esté gravada con cargas posteriores.



 Punto.- 4. Derecho de alquiler en caso de ejecución de la vivienda habitual. (Casos que no han podido

acogerse a una dación en pago)

 El deudor hipotecario ejecutado cuyo lanzamiento haya sido suspendido de conformidad con lo

dispuesto por el artículo 1.1 de la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la protección a los

deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social, podrá solicitar y obtener del acreedor

ejecutante de la vivienda, o persona que actúe por su cuenta, el alquiler de la misma por una renta

anual máxima del 3 por cien de su valor al tiempo de la aprobación del remate (…)

 Dicho arrendamiento tendrá duración anual, prorrogable a voluntad del arrendatario, hasta completar el

plazo de cinco años. Por mutuo acuerdo entre el ejecutado y el adjudicatario podrá prorrogarse anualmente

durante cinco años adicionales. A dichos plazos no les será de aplicación el mínimo regulado en el artículo 9

de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos.



 DEFINICIÓN DEL UMBRAL DE EXCLUSIÓN. (artículo 3)

 1. Se considerarán situados en el umbral de exclusión aquellos deudores de un crédito o préstamo garantizado con hipoteca sobre vivienda habitual, cuando concurran en ellos todas las circunstancias siguientes:

 a) Que el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar no supere el límite de tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples anual de catorce pagas. A estos efectos se entenderá por unidad familiar la compuesta por el deudor, su cónyuge no

separado legalmente o pareja de hecho inscrita y los hijos, con independencia de su edad, que residan en la vivienda, incluyendo los vinculados por una relación de tutela, guarda o acogimiento familiar.

 El límite previsto en el párrafo anterior será de cuatro veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples anual de catorce pagas en caso de que alguno de los miembros de la unidad familiar tenga declarada discapacidad superior al 33 por ciento, situación de dependencia o

enfermedad que le incapacite acreditadamente de forma permanente para realizar una actividad laboral, o de cinco veces dicho indicador, en el caso de que un deudor hipotecario sea persona con parálisis cerebral, con enfermedad mental, o con discapacidad intelectual, con un

grado de discapacidad reconocido igual o superior al 33 por ciento, o persona con discapacidad física o sensorial, con un grado de discapacidad reconocido igual o superior al 65 por ciento, así como en los casos de enfermedad grave que incapacite acreditadamente, a la persona o

a su cuidador, para realizar una actividad laboral.

 b) Que, en los cuatro años anteriores al momento de la solicitud, la unidad familiar haya sufrido una alteración significativa de sus circunstancias económicas, en términos de esfuerzo de acceso a la vivienda, o hayan sobrevenido en dicho período circunstancias familiares de

especial vulnerabilidad.

 A estos efectos se entenderá que se ha producido una alteración significativa de las circunstancias económicas cuando el esfuerzo que represente la carga hipotecaria sobre la renta familiar se haya incrementado.

 Asimismo, se entiende que se encuentran en una circunstancia familiar de especial vulnerabilidad:

 1.º La familia numerosa, de conformidad con la legislación vigente.

 2.º La unidad familiar monoparental con hijos a cargo.

 3.º La unidad familiar de la que forme parte un menor de edad.

 4.º La unidad familiar en la que alguno de sus miembros tenga declarada discapacidad superior al 33 por ciento, situación de dependencia o enfermedad que le incapacite acreditadamente de forma permanente, para realizar una actividad laboral.

 5.º La unidad familiar con la que convivan, en la misma vivienda, una o más personas que estén unidas con el titular de la hipoteca o su cónyuge por vínculo de parentesco hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, y que se encuentren en situación personal de

discapacidad, dependencia, enfermedad grave que les incapacite acreditadamente de forma temporal o permanente para realizar una actividad laboral.

 6.º La unidad familiar en que exista una víctima de violencia de género o de trata o explotación sexual.

 7.º El deudor mayor de sesenta años, aunque no reúna los requisitos para ser considerado unidad familiar según lo previsto en la letra a) de este número.

 c) Que la cuota hipotecaria resulte superior al 50 por cien de los ingresos netos que perciba el conjunto de los miembros de la unidad familiar. Dicho porcentaje será del 40 por cien cuando alguno de dichos miembros sea una persona en la que concurren las circunstancias

previstas en el segundo párrafo de la letra a).

 A efectos de las letras a) y b) anteriores, se considerará que presentan una discapacidad en grado igual o superior al 33 por ciento los pensionistas de la Seguridad Social que tengan reconocida una pensión de incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o gran invalidez,

y los pensionistas de clases pasivas que tengan reconocida una pensión de jubilación o de retiro por incapacidad permanente para el servicio o inutilidad.



 2. Para la aplicación de las medidas complementarias y sustitutivas de la ejecución hipotecaria a que se refieren los apartados 2 y 3 del anexo, será además preciso que se cumplan los siguientes requisitos.

 a) Que el conjunto de los miembros de la unidad familiar carezca de cualesquiera otros bienes o derechos patrimoniales suficientes con los que hacer frente a la deuda.

 b) Que se trate de un crédito o préstamo garantizado con hipoteca que recaiga sobre la única vivienda en propiedad del deudor o deudores y concedido para la adquisición de la misma.

 c) Que se trate de un crédito o préstamo que carezca de otras garantías, reales o personales o, en el caso de existir estas últimas, que carezca de otros bienes o derechos patrimoniales suficientes con los que hacer frente a la deuda.

 d) En el caso de que existan codeudores que no formen parte de la unidad familiar, deberán estar incluidos en las circunstancias a), b) y c) anteriores.

 3. La concurrencia de las circunstancias a que se refiere el apartado 1 se acreditará por el deudor ante la entidad acreedora mediante la presentación de los siguientes documentos:

 a) Percepción de ingresos por los miembros de la unidad familiar:

 1.º Certificado de rentas, y en su caso, certificado relativo a la presentación del Impuesto de Patrimonio, expedido por la Agencia Estatal de Administración Tributaria o el órgano competente de la comunidad autónoma, en su caso, con relación al último ejercicio tributario.

 2.º Últimas tres nóminas percibidas.

 3.º Certificado expedido por la entidad gestora de las prestaciones, en el que figure la cuantía mensual percibida en concepto de prestaciones o subsidios por desempleo.

 4.º Certificado acreditativo de los salarios sociales, rentas mínimas de inserción, ingreso mínimo vital o ayudas análogas de asistencia social concedidas por el Estado, las comunidades autónomas y las entidades locales.

 5.º En caso de trabajador por cuenta propia, si estuviera percibiendo la prestación por cese de actividad, el certificado expedido por el órgano gestor en el que figure la cuantía mensual percibida.

 b) Número de personas que habitan la vivienda:

 1.º Libro de familia o documento acreditativo de la inscripción como pareja de hecho.

 2.º Certificado de empadronamiento relativo a las personas empadronadas en la vivienda, con referencia al momento de la presentación de los documentos acreditativos y a los seis meses anteriores.

 3.º Declaración de discapacidad, de dependencia o de incapacidad permanente para realizar una actividad laboral.

 c) Titularidad de los bienes:

 1.º Certificados de titularidades expedidos por el Registro de la Propiedad en relación con cada uno de los miembros de la unidad familiar.

 2.º Escrituras de compraventa de la vivienda y de constitución de la garantía hipotecaria y otros documentos justificativos, en su caso, del resto de las garantías reales o personales constituidas, si las hubiere.

 d) Declaración responsable del deudor o deudores relativa al cumplimiento de los requisitos exigidos para considerarse situados en el umbral de exclusión según el modelo aprobado por la comisión constituida para el seguimiento del cumplimiento del Código de Buenas Prácticas.

 En el caso de que la entidad acreedora tenga en su poder datos o documentación acreditativa sobre alguno de los extremos referidos en las letras anteriores, el deudor estará exonerado de su acreditación ante la entidad.

 Asimismo, a fin de acreditar que cumple con las condiciones de elegibilidad, el deudor podrá autorizar al sujeto adherido, expresamente y por escrito, a que obtenga información directamente de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria, Entidades Gestoras de la Seguridad Social y Registros de la Propiedad y

Mercantiles.



MUCHAS GRACIAS POR LA ATENCIÓN 

 PARA CUALQUIER DUDA ESTAMOS EN SIGUIENTE CONTACTO: 

 Oficina Municipal de la Vivienda Social

 e-mail. viviendasocial@elche.es -

 Tel. 96 665 8000 Ext. 8248

 C/ Bernabé del Campo Latorre, 26 03202 Elche - www.elche.es

https://www.bing.com/maps/?where1=C/ Bernab%C3%A9 del Campo Latorre, 26 03202 Elche Alicante Espa%C3%B1a
https://www.elche.es/

